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Presentación
 El derecho disciplinario en Colom-
bia es un pilar fundamental para la preser-
vación de la ética y la transparencia en el 
ejercicio de la función pública. Su evolu-
ción ha estado marcada por un proceso de 
consolidación normativa y jurisprudencial 
que busca garantizar el adecuado ejercicio 
del poder sancionador del Estado, asegu-
rando al mismo tiempo el respeto por los 
derechos fundamentales de los servidores 
públicos. Este libro es una contribución al 
análisis profundo y actualizado de los prin-
cipios que rigen el derecho disciplinario, 
abordando sus fundamentos, alcances y 
desafíos contemporáneos.

 A lo largo de sus capítulos, se exa-
mina con rigor la intersección entre el 
derecho constitucional y el derecho disci-
plinario, destacando la manera en que los  
principios de legalidad, debido proceso y 
proporcionalidad orientan la potestad san-
cionadora del Estado. Se analizan, además, 
los criterios de legitimación material y fun-
cional, elementos esenciales para garanti-
zar que el poder disciplinario se ejerza de 
manera justa, sin extralimitar sus compe-
tencias ni vulnerar derechos fundamenta-
les.

 Este estudio no solo se sustenta en 
un enfoque normativo y doctrinal, sino que 
también incorpora el análisis de la jurispru-
dencia más relevante en la materia. Fallos 
emblemáticos de la Corte Constitucional y 
el Consejo de Estado han delineado los 
contornos de la responsabilidad disciplina-
ria, estableciendo límites claros a su aplica-
ción y reforzando la necesidad de una 
interpretación garantista que proteja tanto 
el interés público como los derechos indi-
viduales.

 Asimismo, se abordan los desafíos 
actuales del derecho disciplinario en un 
contexto de transformación institucional y 
de exigencias crecientes en materia de 
transparencia y buen gobierno. La consoli-
dación del uso de tecnologías en los pro-
cesos disciplinarios, la necesidad de mayor 

celeridad en los procedimientos y el equili-
brio entre la sanción y la rehabilitación de 
los servidores públicos constituyen aspec-
tos clave en la discusión sobre la moderni-
zación de este régimen.

 Más allá de un análisis técnico, este 
libro invita a la reflexión sobre el papel del 
derecho disciplinario como instrumento 
para fortalecer la confianza ciudadana en 
las instituciones. La lucha contra la corrup-
ción, la promoción de la ética pública y la 
construcción de un Estado social de dere-
cho más robusto dependen en gran 
medida de la aplicación efectiva y justa de 
las normas disciplinarias, siempre bajo el 
prisma de los principios democráticos y el 
respeto por los derechos humanos.

 El presente trabajo es el resultado 
de un esfuerzo investigativo que combina 
teoría y práctica, con el propósito de brin-
dar una herramienta útil tanto para acadé-
micos como para operadores jurídicos y 
servidores públicos. Su estructura facilita 
la comprensión de los temas clave del 
derecho disciplinario, al tiempo que ofrece 
una mirada crítica sobre su evolución y 
aplicación en el contexto colombiano.

 Esperamos que este libro contribu-
ya al debate jurídico y al fortalecimiento 
del sistema disciplinario, promoviendo una 
administración pública más transparente, 
eficaz y comprometida con los valores 
democráticos. La responsabilidad discipli-
naria no debe entenderse solo como una 
herramienta de control, sino como un 
mecanismo de mejora institucional que, 
bien aplicado, permite consolidar una ges-
tión pública basada en la integridad y el 
servicio a la sociedad.

 Tierras y otras entidades del Estado 
puede contribuir significativamente a la 
consolidación de la justicia y la reparación 
de las víctimas. Estas experiencias sirven 
como modelo para la implementación de 
mejores prácticas en todo el país.
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 Este libro no solo pretende ser un 
aporte académico y jurídico al estudio de 
la restitución de tierras, sino también una 
herramienta práctica para notarios, funcio-
narios públicos y profesionales del dere-
cho interesados en fortalecer el acceso a la 
justicia para las víctimas del despojo. La 
seguridad jurídica es un pilar fundamental 
en cualquier sociedad democrática, y el 
fortalecimiento del notariado en este 
ámbito representa un paso crucial hacia la 
consolidación de un Estado más justo e 
incluyente.

 En conclusión, la función notarial en 
la restitución de tierras es un eslabón indis-
pensable para la consolidación del dere-
cho a la propiedad y la reparación de las 
víctimas del conflicto armado. A través de 
este estudio, se busca visibilizar su impor-
tancia, analizar sus desafíos y proponer 
soluciones concretas para mejorar su 
impacto en la construcción de paz y la 
garantía de los derechos fundamentales en 
Colombia.

MAIDINAYIBER MAYRAN URUEÑA ANTURI. 

4



Introducción
 El presente libro tiene como propó-
sito analizar las diversas posturas doctrina-
les y jurisprudenciales sobre la prescrip-
ción de la acción disciplinaria en Colombia. 
A lo largo de los años, tanto el legislador 
como las altas cortes han desarrollado 
distintas interpretaciones sobre esta 
figura, lo que ha generado debates en 
torno a su validez, alcance y aplicación en 
el marco del derecho disciplinario1. 

 En particular, el problema jurídico 
central radica en la determinación del mo-
mento exacto en que se entiende impuesta 
la sanción disciplinaria para efectos del 
cómputo de la prescripción de la potestad 
sancionatoria. Esta discusión ha sido 
objeto de análisis por parte del Consejo de 
Estado y la Corte Constitucional, estable-
ciendo criterios diferenciados desde los 
ámbitos constitucional, legal y hermenéu-
tico2  La consejera ponente Susana Buitra-
go ha señalado que la controversia se con-
centra en definir cuándo debe iniciarse el 
cómputo de la prescripción, considerando 
tanto el acto administrativo sancionatorio 
como su firmeza en sede jurisdiccional3.

 A fin de proporcionar un análisis 
riguroso sobre esta problemática, el 
primer capítulo de este trabajo aborda los 
principios rectores del ius puniendi en el 
derecho disciplinario, identificando los 

límites y alcances de la potestad sanciona-
dora del Estado. Posteriormente, se estu-
dian las diferencias conceptuales y norma-
tivas entre caducidad y prescripción, con 
el objetivo de esclarecer su aplicabilidad 
en cada una de las tesis expuestas. En el 
capítulo siguiente, se examinan las distin-
tas posturas adoptadas por la jurispruden-
cia, contrastando su evolución a la luz de la 
Ley 1437 de 2011 y los desarrollos normati-
vos posteriores, como la Ley 1952 de 2019 
(Código General Disciplinario)4 . Finalmen-
te, se presentan las conclusiones, donde se 
valora el impacto de la normativa vigente y 
se proponen posibles ajustes legislativos y 
doctrinales en favor de una mayor seguri-
dad jurídica y coherencia en la aplicación 
de la prescripción disciplinaria.

 Este análisis resulta fundamental 
para comprender la manera en que la 
interpretación de la prescripción de la 
acción disciplinaria ha evolucionado en el 
ordenamiento jurídico colombiano, así 
como para identificar las inconsistencias y 
vacíos normativos que persisten en la 
actualidad. Con ello, se busca contribuir a 
la consolidación de criterios más claros y 
uniformes en la aplicación de esta institu-
ción jurídica, garantizando el equilibrio 
entre la potestad sancionadora del Estado 
y el respeto a los derechos fundamentales 
de los sujetos disciplinables.

1. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-1076 de 2002. Bogotá: Corte Constitucional; 2002.
2. Consejo de Estado, Sección Segunda. Sentencia 11001-03-25-000-2018-00091-00 (2021). Bogotá: Consejo de Estado; 2021.
3. Consejo de Estado, Sección Segunda. Sentencia 25000-23-42-000-2015-01234-01 (2019). Bogotá: Consejo de Estado; 2019.
4. Congreso de la República de Colombia. Ley 1952 de 2019 (Código General Disciplinario). Bogotá: Diario Oficial; 2019.
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CAPÍTULO I
IUS PUNIENDI
DEL ESTADO



1. ORÍGENES DEL IUS PUNIENDI

 Establecer los orígenes del ius puniendi implica remontarse a los inicios de la 
humanidad, cuando las primeras sociedades establecieron normas de convivencia que 
incluían sanciones para garantizar el orden. Estas sanciones, en sus primeras manifesta-
ciones, tenían un carácter predominantemente penal y estaban ligadas a la estructura 
social y política de cada civilización. Según Pérez5 desde el momento en que el ser 
humano comenzó a vivir en comunidad, se instauraron normas que regulaban la conduc
ta de los individuos, primero dentro del núcleo familiar y luego a nivel del clan y la socie-
dad en general. En este sentido, las sanciones primigenias respondían a una lógica de 
venganza y castigo, hasta que fueron institucionalizadas en sistemas normativos más 
complejos.

 Durante la Edad Media, la potestad sancionadora se concentró en la figura del 
monarca y su círculo cercano, extendiéndose a los señores feudales y municipalidades, 
quienes detentaban el poder para definir las conductas sancionables y las penas corres-
pondientes. Con el advenimiento del Renacimiento y el auge del capitalismo, el ius 
puniendi se transformó en una institución que, paulatinamente, se articuló dentro de los 
ordenamientos jurídicos estatales modernos, con un enfoque más racional y garantista6.

 En el caso colombiano, el ius puniendi se encuentra legitimado dentro del marco 
constitucional, específicamente en el artículo 29 de la Constitución de 1991, el cual esta-
blece los principios fundamentales del derecho sancionador, tales como el debido pro-
ceso, la legalidad, la presunción de inocencia, el derecho a la defensa y el principio de 
non bis in ídem7 . Estos principios constituyen la base jurídica sobre la cual descansa el 
poder sancionador del Estado, que no se limita al ámbito penal, sino que también se 
extiende al derecho administrativo sancionador.

 1.1. Diferencias entre el Ius Puniendi Penal y Administrativo

 Es fundamental diferenciar el ius puniendi penal del administrativo, aunque 
ambos comparten el objetivo de garantizar el adecuado funcionamiento del Estado. 
Mientras que el primero busca preservar el orden social en abstracto, protegiendo bienes 
jurídicos de alta relevancia como la vida, la integridad personal y la libertad, el segundo 
tiene como finalidad asegurar la organización y funcionamiento de la administración 
pública, sancionando el incumplimiento de los deberes funcionales de los servidores 
públicos8.

 El Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002) establece la potestad disciplina-
ria del Estado, indicando que los funcionarios públicos deben ser sancionados cuando 
incumplen con los cometidos estatales. La Corte Constitucional ha señalado que el dere-
cho disciplinario se distingue del derecho penal en tres aspectos esenciales: (i) la imposi-
bilidad de trasladar integralmente los principios del derecho penal al derecho disciplina-
rio, (ii) el incumplimiento de los deberes funcionales como fundamento de la responsabi-
lidad disciplinaria y (iii) la vigencia del sistema de sanción denominado numerus apertus, 
en contraposición al numerus clausus del derecho penal9.

5. Pérez D. Ius Puniendi. Monografía para optar al grado académico de Licenciatura en Ciencias Jurídicas. San Salvador: Universidad Francisco Gavidia, Facultad de Ciencias Jurídicas; 2006. p. 5.
6. Ramírez ML. Postura de la Corte Constitucional colombiana en relación con el poder sancionador de la administración. Barranquilla: Uninorte. Revista de Derecho N° 28; 2007. p. 302.
7. Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de Colombia. 1991. Artículo 29.
8. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-595 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio P.
9. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-948 de 2002. M.P. Álvaro Tafur Galvis.
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10. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-1076 de 2002. M.P. Rodrigo Escobar Gil.
11. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-145 de 1993.
12. Bulla JE. Derecho Disciplinario. 3ª ed. Bogotá, D.C.: Grupo Editorial Ibáñez; 2009. p. 149.

 1.2. La Titularidad del Ius Puniendi en el Ámbito Administrativo

 En el derecho sancionador administrativo colombiano, la potestad disciplinaria 
recae preferentemente en la Procuraduría General de la Nación, las Personerías Distrita-
les y Municipales, así como en las oficinas de control disciplinario interno de las entida-
des públicas. Estas instancias tienen la función de vigilar la conducta de los servidores 
públicos y garantizar el cumplimiento de sus obligaciones dentro del marco normativo 
vigente10.

 El Estado, en ejercicio de su poder sancionador, ha estructurado un régimen disci-
plinario con órganos especializados encargados de aplicar sanciones bajo los principios 
constitucionales y legales que rigen el derecho administrativo sancionador. Como se 
desarrollará en los capítulos siguientes, la potestad sancionatoria administrativa se 
encuentra regulada por un conjunto de normas que delimitan su alcance y garantizan el 
respeto a los derechos fundamentales de los disciplinados.

 1.3. Límites o Principios del IUS Puniendi

  1.3.1. Legalidad

 El principio de legalidad está consagrado en el artículo 4º de la Ley correspon-
diente, estableciendo que las investigaciones y sanciones disciplinarias deben funda-
mentarse estrictamente en una ley vigente al momento en que se haya cometido la con-
ducta o comportamiento. Esto garantiza seguridad jurídica a los servidores públicos o 
particulares que ejerzan funciones públicas, asegurando que el procedimiento adminis-
trativo se realice conforme a la normatividad aplicable.

 La Corte Constitucional, en la sentencia T-145 de 1993, precisó que el proceso 
administrativo sancionatorio debe brindar seguridad jurídica mediante la existencia 
previa de normas que tipifiquen de manera clara las conductas infractoras, lo que a su 
vez conlleva la correspondiente sanción. En este contexto, no se admite el desconoci-
miento de los contenidos esenciales de legalidad y tipicidad dentro de las actuaciones 
administrativas, aun cuando existan restricciones ordinarias sobre los derechos de los 
administrados debido a su relación y sujeción con el Estado11.

 En síntesis, toda sanción impuesta a un servidor público o particular con funcio-
nes públicas debe estar respaldada por una ley vigente al momento en que se cometió 
la conducta sancionable.

  1.3.2. Proporcionalidad

 El principio de proporcionalidad establece la necesidad de mantener un equilibrio 
entre la sanción disciplinaria impuesta y la gravedad de la falta cometida. Según el artí-
culo 18 de la Ley 734 de 2002, las sanciones deben graduarse conforme a los criterios 
previamente definidos en la normativa vigente. De acuerdo con Bulla, "la sanción debe 
ser directamente proporcional al perjuicio causado a la función pública y al desempeño 
administrativo"12. En este sentido, la sanción debe cumplir con funciones resocializado-
ras, educativas, correctivas, ejemplarizantes y reparadoras.
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13. Higuita L. El nuevo régimen disciplinario del servidor público: Ley 734 de 2002. Medellín: Biblioteca Jurídica Diké; 2002. p. 140.
14. Colombia. Consejo de Estado. Sala Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección A. Sentencia del 5 de junio de 2008. Ponente: Jaime Moreno García.
15. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-796 de 2004.
16. Navas J. Código Disciplinario Único: Ley 734 de 2002. 2ª ed. Bogotá, D.C.: Librería Ediciones del Profesional Ltda.; 2004. p. 37.
17. Bulla JE. Op. cit. p. 140.
18. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-393 de 2006.
19. Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-187 de 1998. Ponente: Hernando Herrera Carvajal.
20. Ley 734 de 2002. Código Disciplinario Único. Congreso de la República de Colombia.

 Asimismo, Higuita sostiene que la sanción debe ser adecuada y ajustada a la falta 
cometida, considerando las circunstancias y criterios fijados por la ley13. La aplicación de 
este principio fortalece la potestad sancionadora del Estado, permitiendo graduar las 
faltas y sancionar de manera más severa a aquellos servidores que, debido a su alto nivel 
de responsabilidad, toman decisiones con mayor impacto.

 El Consejo de Estado ha determinado que, dentro del proceso disciplinario, no es 
posible modificar la graduación de la falta una vez iniciado el procedimiento.  En una de 
sus sentencias, estableció que la imposición de una sanción desproporcionada constitu-
ye una ilegalidad, ya que vulnera el principio de proporcionalidad entre la conducta y la 
sanción14. La Corte Constitucional, en la sentencia C-796 de 2004, señaló que este princi-
pio complementa los de legalidad y tipicidad, garantizando que la afectación de los inte-
reses del disciplinado sea racional y protegiéndolo de posibles abusos de poder por 
parte del legislador o la administración15.

  1.3.3. Culpabilidad

 El principio de culpabilidad, consagrado en el artículo 13 de la Ley correspondien-
te, prohíbe la imposición de responsabilidades objetivas, en concordancia con el artículo 
28 de la Constitución Política. Según Navas, "para responsabilizar al disciplinado, no 
basta con que la conducta sea típica y antijurídica; es necesario que también sea culpa-
ble, es decir, que se haya cometido con dolo o culpa"16.

 Bulla argumenta que la Ley 734 de 2002 establece la responsabilidad disciplinaria 
por acción u omisión cuando existe dolo, lo que implica intención fraudulenta, simula-
ción o el aprovechamiento de una situación con plena conciencia del acto17. Para la gra-
duación de las faltas, el derecho disciplinario sancionador distingue entre faltas gravísi-
mas, graves y leves. Las primeras están definidas de manera taxativa en la ley, mientras 
que las dos últimas se determinan según criterios como el grado de culpabilidad, la natu-
raleza del servicio, el nivel de perturbación causado, la jerarquía del investigado, el 
impacto social de la conducta y otras circunstancias relevantes18.

 La Corte Constitucional ha reiterado que el principio de culpabilidad es un 
elemento esencial en la determinación de responsabilidad, asegurando que las sancio-
nes sean de carácter subjetivo y recáigan exclusivamente en quienes han actuado con 
dolo o culpa19. En consecuencia, la imposición de una sanción disciplinaria es resultado 
de un proceso en el que se determina la responsabilidad individual del investigado, des-
cartando cualquier tipo de responsabilidad objetiva.

  1.3.4. Principio de ilicitud sustancial 

 El principio de ilicitud sustancial, también conocido como principio de lesividad, 
ha sido reconocido por el legislador colombiano como un elemento fundamental en el 
derecho disciplinario. A diferencia del derecho penal, que se enfoca en la lesión de 
bienes jurídicos protegidos, el derecho disciplinario se orienta a la infracción de deberes 
funcionales por parte de los servidores públicos20. En este contexto, la Corte Constitu-
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21. Sentencia C-014 de 2004. Corte Constitucional de Colombia.
22. Gómez Pavajeau C. La ilicitud sustancial frente a la Sentencia C-818 de 2005. En: Ossman J. Régimen Disciplinario. Bogotá D.C.: Ediciones Doctrina y Ley Ltda.; 2007.
23. Sentencia C-819 de 2006. Corte Constitucional de Colombia.
24. López Medina D. Control disciplinario y redes sociales: desafíos en la era digital. Revista de Derecho Público. 2021; 38(2):45-67.
25. Ley 2094 de 2021. Modificación del Código General Disciplinario. Congreso de la República de Colombia.
26. Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia 25000-23-42-000-2019-00032-01(2023).
27. Procuraduría General de la Nación. Informe sobre el impacto de la reforma disciplinaria en Colombia. Bogotá: PGN; 2022. 

cional ha enfatizado que la ilicitud sustancial no se limita a una transgresión normativa, 
sino que implica una afectación real a la función pública21.

 De acuerdo con la Sentencia C-014 de 2004, citada por Gómez Pavajeau, la impu-
tación disciplinaria desvaloriza la vulneración de los deberes funcionales, mientras que la 
imputación penal se centra en la afectación de derechos de terceros22. Esto refuerza la 
idea de que el derecho disciplinario no debe ser visto como un castigo punitivo, sino 
como un mecanismo de control que busca garantizar la eficiencia y probidad en la fun-
ción pública.

 La Sentencia C-819 de 2006 reafirma esta interpretación al establecer que la ilici-
tud sustancial en el régimen disciplinario no se restringe a actos cometidos en el horario 
laboral del servidor público. En el caso de los servidores policiales, por ejemplo, su deber 
funcional se extiende a cualquier momento en que se presenten situaciones que com-
prometan el orden público y la seguridad ciudadana23. Esto implica que las conductas 
que afecten la imagen, el decoro y la credibilidad institucional pueden ser objeto de san-
ción disciplinaria, incluso si ocurren fuera del ejercicio formal de sus funciones.

 En la actualidad, el principio de ilicitud sustancial ha cobrado especial relevancia 
en el marco de la transparencia y la rendición de cuentas en el sector público. Con el 
auge de las redes sociales y el acceso inmediato a la información, las actuaciones de los 
servidores públicos son constantemente escrutadas, lo que ha llevado a la necesidad de 
reforzar los mecanismos disciplinarios para prevenir conductas que puedan afectar la 
confianza en las instituciones24.  El impacto de la ilicitud sustancial en la actualidad tam-
bién se evidencia en la reforma de la Ley 2094 de 2021, que modificó el Código General 
Disciplinario. Esta normativa introdujo un enfoque más riguroso en la valoración de las 
faltas, enfatizando la necesidad de una afectación real y objetiva a la función pública 
para que una conducta pueda ser sancionada25. Con ello, se busca evitar que el régimen 
disciplinario se convierta en un instrumento arbitrario y se garantice que las sanciones 
sean proporcionales a la afectación generada.

 En el ámbito policial, recientes decisiones del Consejo de Estado han ratificado 
que la ilicitud sustancial en los casos disciplinarios no solo debe considerar la afectación 
directa a la función, sino también el impacto en la confianza pública. Esto ha sido deter-
minante en procesos disciplinarios contra miembros de la fuerza pública involucrados en 
actos que comprometen la percepción de imparcialidad y ética institucional26.

 Asimismo, la ilicitud sustancial ha sido un elemento clave en los procesos discipli-
narios relacionados con actos de corrupción y abuso de autoridad. En este sentido, el 
fortalecimiento de las entidades de control, como la Procuraduría General de la Nación, 
ha sido un paso crucial para garantizar que los servidores públicos cumplan con los 
estándares éticos y legales exigidos27.

Así las cosas, el principio de ilicitud sustancial sigue evolucionando en el derecho disci-
plinario colombiano, adaptándose a los nuevos retos que plantea la sociedad actual. La 
necesidad de garantizar una función pública transparente y eficiente exige que la aplica-
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ción de este principio se base en criterios objetivos y en una adecuada valoración de la 
afectación a la función pública.

  1.3.5. Principio de favorabilidad

 El principio de favorabilidad en el derecho disciplinario establece que, en caso de 
conflicto entre normas, debe aplicarse aquella que resulte más beneficiosa para el disci-
plinado. Este principio, recogido en el artículo 14 del Código Disciplinario Único (CDU), 
determina que la norma permisiva o favorable prevalecerá sobre la restrictiva o desfavo-
rable, incluso si aquella es posterior en el tiempo28. Esta disposición no solo rige en la 
imposición de sanciones, sino también en su ejecución, garantizando la aplicación 
retroactiva de normas más benignas.

 La Corte Constitucional ha sostenido que, aunque el principio de favorabilidad se 
originó en el derecho penal, su valor constitucional ha permitido su extensión a otras 
áreas, incluyendo el derecho disciplinario. En la Sentencia C-987 de 2006, la Corte preci-
só que este principio se encuentra intrínsecamente ligado a la garantía de los derechos 
fundamentales y al debido proceso29.

 El alcance de la favorabilidad en el derecho disciplinario no se limita únicamente 
a la sanción impuesta, sino que se extiende también a las normas procesales. En este 
sentido, la Corte ha establecido que cualquier modificación en la normatividad discipli-
naria que implique un beneficio para el investigado debe ser aplicada de inmediato, 
salvo que la norma disponga lo contrario. En este contexto, el principio de favorabilidad 
opera con la misma rigurosidad tanto en el ámbito sustancial como en el procedimen-
tal30.

 Uno de los aspectos más relevantes de este principio es su impacto en la seguri-
dad jurídica y en la confianza legítima de los servidores públicos. Al permitir la aplicación 
retroactiva de normas más benignas, se busca equilibrar la potestad sancionatoria del 
Estado con la protección de los derechos de los disciplinados, evitando la imposición de 
penas más gravosas en virtud de cambios normativos posteriores31.

 En el ámbito internacional, la favorabilidad ha sido reconocida como un principio 
esencial en los sistemas disciplinarios de diversas jurisdicciones. Organismos como la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos han señalado que la aplicación de la ley más 
favorable es un corolario del principio de legalidad y de la protección de los derechos 
fundamentales, lo que refuerza su importancia en el contexto colombiano32.

 A partir de la expedición de la Ley 2094 de 2021, que modificó el CDU, se han 
generado nuevas interpretaciones sobre la aplicación del principio de favorabilidad. En 
particular, se ha debatido la forma en que debe aplicarse este principio cuando una 
nueva disposición modifica los criterios de sanción o los términos procesales. En este 
sentido, se ha sostenido que cualquier interpretación restrictiva de la favorabilidad 
podría afectar derechos fundamentales como el debido proceso y el acceso a la adminis-
tración de justicia33.

11



34. Procuraduría General de la Nación. Aplicación del principio de favorabilidad en el derecho disciplinario. Informe Técnico No. 003-2022. Bogotá, Colombia; 2022.
35. Procuraduría General de la Nación. Aplicación del principio de favorabilidad en el derecho disciplinario. Informe Técnico No. 003-2022. Bogotá, Colombia; 2022.
36. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-720 de 2023. M.P. Diana Fajardo Rivera. Bogotá, Colombia; 2023.
37. Colombia. Congreso de la República. Ley 2094 (2021). Por la cual se reforma el Código Disciplinario Único.
38. Ossman J. Derecho disciplinario: fundamentos y aplicaciones. 2da ed. Bogotá D.C.: Ediciones Doctrina y Ley Ltda; 2023.
39. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-011 (2022). M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar.
40. Martínez P. Evolución del derecho disciplinario en Colombia: un análisis contemporáneo. Rev Derecho Público. 2022; 45(1): 23-40. 

 Un ejemplo práctico de la aplicación del principio de favorabilidad se encuentra 
en los cambios normativos introducidos en relación con las sanciones por faltas discipli-
narias gravísimas. En algunos casos, los servidores públicos que habían sido sancionados 
bajo una normatividad anterior han visto reducida su sanción o incluso han obtenido su 
revocatoria debido a la entrada en vigencia de disposiciones más benignas34.

 No obstante, el principio de favorabilidad también ha sido objeto de controversia 
en cuanto a su aplicación en procesos disciplinarios en curso. La Corte Constitucional ha 
establecido que, aunque las normas procesales tienen efectos inmediatos, ello no exclu-
ye la posibilidad de aplicar la favorabilidad cuando el cambio normativo represente un 
beneficio para el investigado. En este sentido, se ha señalado la necesidad de garantizar 
un régimen de transición adecuado que permita la correcta implementación de la nueva 
normatividad sin afectar los derechos de los disciplinados35/36.

 En conclusión, el principio de favorabilidad constituye una garantía fundamental 
en el derecho disciplinario colombiano, asegurando que las normas más benignas se 
apliquen en beneficio de los investigados. Su reconocimiento en la jurisprudencia consti-
tucional y su evolución normativa reflejan la importancia de mantener un equilibrio entre 
la potestad sancionatoria del Estado y la protección de los derechos fundamentales. Con 
la entrada en vigencia de nuevas disposiciones, se hace necesario continuar analizando 
su aplicación para garantizar la seguridad jurídica y la equidad en el régimen disciplina-
rio.

  1.3.6. Función de la sanción disciplinaria 

 La función de la sanción disciplinaria se fundamenta en los principios preventivo 
y correctivo, alineados con las garantías constitucionales de los servidores públicos. El 
artículo 16 del Código Disciplinario Único (CDU) establece que la aplicación de sanciones 
debe estar enmarcada en la Constitución, la ley y los tratados internacionales ratificados 
por Colombia37. En este contexto, Ossman (2023) sostiene que la efectividad del dere-
cho disciplinario no radica únicamente en la existencia de normas, sino en la aplicación 
de sanción para garantizar el cumplimiento de los fines del Estado38.

 La Corte Constitucional ha reconocido que el derecho administrativo sancionador 
busca la preservación y restauración del ordenamiento jurídico mediante la imposición 
de medidas disciplinarias que no solo sancionen, sino que también disuadan la reinciden-
cia en conductas contrarias a la ley39. Este principio implica que el Estado debe asegurar 
que los servidores públicos actúen con responsabilidad y transparencia en el ejercicio de 
sus funciones, evitando conductas que puedan socavar la institucionalidad y la confianza 
ciudadana en la administración pública.

 El carácter preventivo de la sanción disciplinaria se orienta a que los servidores 
públicos comprendan las consecuencias de sus actos y se abstengan de incurrir en faltas 
disciplinarias. De acuerdo con Martínez (2022), la efectividad del derecho disciplinario 
radica en la existencia de mecanismos adecuados de control y seguimiento que permi-
tan la identificación temprana de posiblei nfracciones40. En este sentido, el derecho 
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disciplinario se constituye en una herramienta clave para el fortalecimiento de la cultura 
de la legalidad dentro de la función pública.

 Desde la perspectiva correctiva, la sanción disciplinaria permite que los servido-
res públicos asuman las consecuencias de sus acciones, promoviendo una cultura de 
responsabilidad en el desempeño de sus funciones. La doctrina ha sostenido que el pro-
ceso disciplinario no solo busca sancionar, sino también propiciar cambios en la conduc-
ta de los funcionarios, de manera que se garantice la eficiencia en la prestación del servi-
cio público41.

 En la actualidad, el derecho disciplinario en Colombia ha evolucionado para 
garantizar que las sanciones sean proporcionales a la falta cometida. Esto implica que no 
todas las conductas ameritan la misma respuesta sancionatoria, sino que deben analizar-
se en función de su gravedad y del impacto que generan en la administración pública. 
Así, la Corte Constitucional ha establecido que las sanciones disciplinarias deben ser 
razonables y proporcionales, evitando la imposición de penas excesivas que vulneren el 
derecho a la defensa y el debido proceso42.

 Uno de los aspectos más relevantes en la aplicación de las sanciones disciplinarias 
es la transparencia en el proceso. La jurisprudencia reciente ha enfatizado la importancia 
de garantizar procesos disciplinarios justos, con todas las garantías procesales necesa-
rias para evitar arbitrariedades y asegurar que los servidores públicos puedan ejercer su 
derecho a la contradicción y defensa43.

 Además, el avance de la tecnología ha permitido la implementación de sistemas 
digitales para la gestión de procesos disciplinarios, lo que ha facilitado la celeridad en la 
toma de decisiones y ha reducido los riesgos de manipulación de la información44. La 
implementación de estas herramientas contribuye a fortalecer la transparencia y la 
eficiencia en el control disciplinario, consolidando un sistema más ágil y accesible para 
todas las partes involucradas.

 En este contexto, las sanciones disciplinarias también cumplen un papel crucial en 
la protección de los derechos ciudadanos, garantizando que los servidores públicos 
actúen conforme a los principios de legalidad, moralidad e imparcialidad. La aplicación 
de un régimen disciplinario riguroso es fundamental para fortalecer la confianza en las 
instituciones y promover una administración pública basada en la transparencia y la ren-
dición de cuentas45.

 Finalmente, la función de la sanción disciplinaria debe ser entendida como un 
mecanismo de protección del interés general, en el cual se busca garantizar la idoneidad 
y probidad de los servidores públicos. Su aplicación efectiva y en apego a los principios 
constitucionales permite consolidar un sistema de control disciplinario justo, equitativo 
y garantista, que contribuya al fortalecimiento del Estado de derecho y la eficiencia en 
la gestión pública46.

  1.3.7. Derecho de defensa 

 El derecho de defensa es un principio fundamental en el régimen disciplinario, 
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sustentado constitucionalmente en el artículo 29 de la Carta Política de Colombia, el cual 
consagra el debido proceso como garantía irrenunciable en cualquier actuación adminis-
trativa o judicial47. Este derecho implica que toda persona sometida a un proceso disci-
plinario debe contar con la posibilidad de defenderse tanto material como técnicamente, 
garantizando así el equilibrio procesal y evitando cualquier situación de indefensión48.

 La defensa material hace referencia a la facultad del investigado de presentar 
argumentos y pruebas en su favor, así como de contradecir las pruebas aportadas en su 
contra49. Por otro lado, la defensa técnica es ejercida por un abogado que debe ser 
designado por el disciplinado o, en su defecto, nombrado de oficio cuando la asistencia 
letrada sea obligatoria50. Según la Corte Constitucional, este principio es una salvaguar-
da esencial dentro del derecho administrativo sancionador, garantizando el respeto a las 
garantías fundamentales51.

 En la sentencia C-818 de 2005, la Corte Constitucional precisó que el derecho de 
defensa exige el pleno conocimiento de los cargos imputados, de manera que el investi-
gado pueda ejercer su contradicción de manera efectiva52. Esto significa que la adminis-
tración debe garantizar que toda persona disciplinada sea notificada de los hechos que 
se le atribuyen, permitiéndole preparar su defensa con tiempo y medios suficientes53.

 El principio de interdicción de la indefensión es una extensión del derecho de 
defensa, en la medida en que busca evitar cualquier situación que prive al disciplinado 
de la posibilidad de ejercer su defensa54. En este sentido, la jurisprudencia ha establecido 
que cualquier vulneración de este principio constituye una causal de nulidad del proceso 
disciplinario55.

 Recientemente, la Corte Constitucional ha reiterado la necesidad de fortalecer los 
mecanismos de defensa en los procesos disciplinarios, especialmente en casos que invo-
lucran servidores públicos con condiciones de vulnerabilidad, garantizando el acceso a 
asistencia jurídica especializada56. Este enfoque ha sido desarrollado en la Sentencia 
C-1024 de 2023, donde se subrayó la obligación del Estado de proporcionar asistencia 
legal gratuita a aquellos funcionarios que carezcan de recursos para costear una defensa 
adecuada57.

 Otro aspecto relevante en la aplicación del derecho de defensa es la carga de la 
prueba en el proceso disciplinario. Si bien el Estado tiene la potestad sancionadora, debe 
respetar el principio de presunción de inocencia, lo que implica que la carga probatoria 
recae sobre la administración y no sobre el disciplinado58. Este principio ha sido reiterado 
en recientes fallos del Consejo de Estado, los cuales han enfatizado que cualquier duda 
razonable debe resolverse en favor del investigado59.

 La efectividad del derecho de defensa también se vincula con la garantía de publi-
cidad y acceso a la información dentro del proceso disciplinario. La transparencia en la 
gestión de la prueba y el acceso irrestricto al expediente son elementos clave para que 
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el investigado pueda ejercer una defensa adecuada60. En este sentido, la Ley 2094 de 
2021 introdujo disposiciones que fortalecen la obligación de la administración de sumi-
nistrar copia íntegra del expediente a la defensa del disciplinado desde el inicio del pro-
ceso61.

 En materia de medidas cautelares dentro del proceso disciplinario, la Corte Supre-
ma de Justicia ha señalado que estas no pueden ser desproporcionadas ni arbitrarias, ya 
que podrían afectar indebidamente el derecho de defensa62. En consecuencia, cualquier 
restricción impuesta al disciplinado debe ser necesaria y proporcional, evitando generar 
perjuicios irreparables en su ejercicio profesional63.

 El derecho de defensa en el ámbito disciplinario también ha sido objeto de desa-
rrollo en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, que ha instado a los Estados 
a garantizar procesos disciplinarios justos y equitativos. En su Informe Anual de 2022, la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos destacó la importancia de que los pro-
cedimientos administrativos sancionadores respeten las garantías del debido proceso, 
incluida la posibilidad de recurrir las decisiones ante instancias superiores64.

 En conclusión, el derecho de defensa es un pilar fundamental en el régimen disci-
plinario, cuyo respeto y aplicación adecuada garantizan la legitimidad de las decisiones 
sancionatorias. Su evolución ha estado marcada por desarrollos legislativos y jurispru-
denciales que han fortalecido las garantías procesales de los investigados, asegurando 
así un equilibrio entre la potestad sancionadora del Estado y la protección de los dere-
chos fundamentales de los servidores públicos65.

 1.4. Justificación o fundamento del IUS puniendi 

  1.4.1. Legitimación material 

 La legitimación material en el ámbito del derecho disciplinario y administrativo se 
fundamenta en la relación entre las partes y los hechos constitutivos del litigio. Según el 
Consejo de Estado, esta conexión se establece cuando las partes involucradas han sido 
directamente perjudicadas o han causado un daño que motiva la acción legal66. En este 
sentido, la legitimación material permite determinar quiénes pueden ser sujetos activos 
o pasivos dentro de un proceso, asegurando que solo aquellos con un interés real y 
directo en la controversia puedan intervenir en el proceso judicial.

 El Consejo de Estado ha precisado que la legitimación material no se trata de un 
mero requisito formal, sino de un elemento sustancial que incide en la viabilidad del pro-
ceso. En una sentencia reciente, la Sección Segunda de la Sala Contenciosa Administrati-
va reiteró que la existencia de una relación de causalidad entre las pretensiones de la 
demanda y las partes es una condición esencial para que el juez pueda emitir un fallo de 
mérito67. Esto implica que, si no se demuestra la conexión entre la parte demandante y 
los hechos alegados, el proceso carecerá de fundamento jurídico.
 
 Desde una perspectiva doctrinal, la legitimación material también se vincula con 
el principio de responsabilidad, pues solo aquellos que han sido parte activa en la pro-
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ducción del daño o han sido directamente afectados por la acción estatal pueden recla-
mar la protección de sus derechos68. En este sentido, la Procuraduría General de la 
Nación ha señalado que la legitimación material garantiza que el ejercicio del ius punien-
di del Estado se realice dentro de los límites del debido proceso y la legalidad69.

 El concepto de legitimación material se aplica tanto en la causa por activa como 
en la causa por pasiva. En el primer caso, se refiere a la capacidad del demandante para 
presentar una acción judicial con base en un perjuicio real y concreto. En el segundo, se 
trata de la vinculación del demandado con los hechos objeto de la investigación, asegu-
rando que no se sancione a personas sin una relación directa con la infracción70.

 La Corte Constitucional ha enfatizado que la legitimación material es un requisito 
indispensable para la efectiva protección de los derechos fundamentales. En este senti-
do, ha señalado que, sin una debida acreditación de esta legitimación, se corre el riesgo 
de que el proceso disciplinario o contencioso-administrativo se convierta en un instru-
mento de persecución arbitraria71.

 En el derecho disciplinario, la legitimación material adquiere especial relevancia, 
ya que permite establecer la relación entre el servidor público investigado y la conducta 
reprochada. De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, la prueba de esta 
relación es esencial para determinar la responsabilidad disciplinaria y aplicar las sancio-
nes correspondientes72.

 Recientemente, la doctrina ha resaltado la necesidad de fortalecer los mecanis-
mos de control sobre la legitimación material en los procesos disciplinarios. Esto se debe 
a que, en algunos casos, se ha identificado el uso indebido de acciones disciplinarias 
contra servidores públicos sin una vinculación clara con los hechos imputados. En este 
contexto, se ha propuesto la adopción de criterios más rigurosos para evaluar la proce-
dencia de las investigaciones y evitar que se utilicen como herramientas de presión polí-
tica o institucional73.

 Otro aspecto relevante es la evolución del concepto de legitimación material en el 
marco del derecho internacional. Algunos tratados y convenios ratificados por Colombia 
han establecido parámetros específicos para garantizar que los procesos sancionatorios 
respeten los principios de imparcialidad y debido proceso. En este sentido, la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos ha señalado que la legitimación material debe ser 
analizada bajo un estándar de objetividad que impida interpretaciones arbitrarias74.

 Finalmente, es importante destacar que la legitimación material no se agota en la 
etapa inicial del proceso, sino que debe ser verificada a lo largo de todo el procedimien-
to. Esto implica que, si en cualquier momento se evidencia que no existe una conexión 
suficiente entre la parte y los hechos del litigio, el proceso debe ser archivado para evitar 
actuaciones contrarias al principio de legalidad75.

  1.4.2. Legitimación funcional
 
 La legitimación funcional se refiere a la relación que debe existir entre las partes 
y las funciones que desempeñan en su calidad de servidores públicos. Este tipo de legiti-
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mación se basa en el hecho de que el servidor público solo puede ser investigado y san-
cionado disciplinariamente si los hechos objeto de la investigación están directamente 
relacionados con las funciones inherentes a su cargo76. En este sentido, la legitimación 
funcional opera como un criterio esencial para determinar la responsabilidad disciplina-
ria dentro del derecho administrativo sancionador

 Desde una perspectiva doctrinal, Ajangiz define la legitimación funcional como 
"aquella que emana de la capacidad del servidor público para cumplir la función o labor 
asignada dentro del aparato administrativo"77. Esto implica que la acción disciplinaria 
solo puede proceder cuando existe una conexión entre la conducta investigada y el ejer-
cicio de la función pública asignada al investigado. De lo contrario, se vulneraría el princi-
pio de legalidad y se incurriría en una indebida ampliación del ámbito de la potestad 
disciplinaria del Estado.

 El Consejo de Estado ha precisado que la legitimación funcional es un requisito 
indispensable en los procesos disciplinarios, ya que permite delimitar el ejercicio del ius 
puniendi estatal. Si un servidor público es investigado por actos ajenos a sus competen-
cias funcionales, la acción disciplinaria carecería de fundamento y, por tanto, la investiga-
ción podría ser declarada nula por falta de objeto jurídico válido78.

 En este contexto, la Corte Constitucional ha señalado que la potestad disciplinaria 
debe ejercerse dentro de los límites establecidos por la Constitución y la ley. En la Sen-
tencia C-181 de 2002, la Corte enfatizó que la responsabilidad disciplinaria no puede 
extenderse a comportamientos que, aunque puedan ser reprochables desde un punto de 
vista ético o moral, no guardan relación con las funciones del servidor público79. Esto 
significa que no basta con que una conducta sea socialmente inaceptable, sino que debe 
afectar directamente la función pública para que sea objeto de sanción.

 Otro aspecto relevante en el análisis de la legitimación funcional es la distinción 
entre el ejercicio de la función pública y las actividades privadas del servidor público. 
Existen casos en los que un servidor puede incurrir en una falta en su vida privada, pero 
si esta conducta no tiene relación con sus funciones, no sería objeto de reproche discipli-
nario. Sin embargo, cuando un acto privado tiene repercusiones en el cumplimiento de 
sus deberes funcionales, podría haber lugar a una investigación, como en casos de 
corrupción o conflicto de intereses80.

 Por su parte, la Procuraduría General de la Nación ha resaltado que la legitimación 
funcional no solo es un criterio esencial para la iniciación de procesos disciplinarios, sino 
que también tiene implicaciones en la dosimetría de la sanción. De acuerdo con la enti-
dad, cuando un servidor público comete una falta en el ejercicio de sus funciones, la gra-
vedad de la sanción debe ponderarse considerando el impacto que dicha conducta haya 
tenido sobre la administración pública y los ciudadanos81.

 Desde el punto de vista jurisprudencial, el Consejo de Estado ha reiterado que la 
legitimación funcional permite evitar que se sancione a un servidor público por hechos 
que escapan a su órbita de competencias. En múltiples pronunciamientos, la Sección 
Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo ha anulado sanciones impuestas a 
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servidores públicos cuando se ha demostrado que la conducta reprochada no tenía una 
relación directa con sus funciones82.

 En términos procesales, la legitimación funcional también tiene una incidencia en 
la fase probatoria de los procesos disciplinarios. La carga de la prueba recae sobre la 
entidad que adelanta la investigación, la cual debe demostrar que la conducta del servi-
dor investigado tuvo un impacto en el ejercicio de su función pública. En este sentido, la 
jurisprudencia ha señalado que, si no se acredita este vínculo funcional, el proceso disci-
plinario no puede prosperar83.

 Asimismo, la doctrina ha destacado que la legitimación funcional tiene una estre-
cha relación con el principio de tipicidad, en la medida en que solo pueden sancionarse 
aquellas conductas que se encuentren previamente descritas en la ley como faltas disci-
plinarias. Esto implica que el legislador debe definir con claridad qué conductas afectan 
la función pública y bajo qué circunstancias pueden ser objeto de reproche disciplina-
rio84.

 Finalmente, la legitimación funcional es un mecanismo de garantía tanto para el 
servidor público como para la administración pública en general. Por un lado, protege a 
los funcionarios de investigaciones arbitrarias o infundadas; por otro, permite que la 
acción disciplinaria se ejerza de manera objetiva y conforme a criterios legales y consti-
tucionales. En consecuencia, su adecuada aplicación contribuye a la transparencia y 
eficiencia del sistema disciplinario en Colombia85.
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CAPÍTULO II
CONCEPTO DE

PRESCRIPCIÓN Y
DE CADUCIDAD 



 En el ámbito del derecho disciplinario colombiano, es esencial distinguir entre los 
conceptos de prescripción y caducidad, ya que ambos representan formas de extinción 
de la acción disciplinaria, pero operan bajo fundamentos y plazos diferentes. 

 La prescripción se refiere a la extinción de la acción disciplinaria debido al trans-
curso del tiempo establecido por la ley sin que se haya iniciado el proceso correspon-
diente. Según el artículo 30 de la Ley 734 de 2002, la acción disciplinaria prescribe en un 
término de cinco años, contados desde la consumación de la falta en casos de faltas 
instantáneas, y desde la realización del último acto en faltas de carácter permanente o 
continuado86.

 Por otro lado, la caducidad implica la pérdida del derecho a iniciar una acción 
disciplinaria debido al vencimiento de un plazo determinado, independientemente de las 
actuaciones realizadas. Es decir, una vez transcurrido el término de caducidad, la admi-
nistración pierde la facultad de investigar y sancionar la conducta disciplinaria87.

 Es importante destacar que, con la entrada en vigor de la Ley 1952 de 2019, se 
introdujeron modificaciones significativas en el régimen disciplinario colombiano, inclu-
yendo aspectos relacionados con la prescripción y la caducidad88.

 A continuación, se presenta una tabla comparativa que ilustra las principales dife-
rencias entre estos dos conceptos:

86. Ley 734 de 2002. Artículo 30. Disponible en: https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4589
87. Consejo de Estado Sección Segunda, Sentencia 27001233300020130034601 (03272014) – 15/9 jul. Disponible en: https://www.ambitojuridico.com/noticias/administrativo-y-con-
tratacion/estas-son-las-diferencias-entre-prescripcion-y-caducidad 
88. Procuraduría General de la Nación. Diferencias entre Ley 1952 de 2019 y la Ley 734 de 2002. Disponible en: https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/docs/DIFEREN-
CIASENTRELEY1952DE2019YLALEY734DE2002.pdf 

Tabla 1:

Diferencias conceptuales,

prescripción y caducidad

Nota:

Elaborado por la autora.
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 En el ámbito del derecho disciplinario colombiano, el transcurso del tiempo es un 
factor determinante que incide en la aplicación de las figuras jurídicas de la prescripción 
y la caducidad. Ambas instituciones operan cuando, debido al paso del tiempo, se 
requiere que el operador judicial tome una decisión, ya sea de oficio (ipso iure) o la soli-
citud de las partes involucradas.

 La prescripción en materia disciplinaria se configura cuando la administración o la 
Procuraduría General de la Nación permiten que transcurra el plazo establecido por la 
ley, sin haber iniciado o concluido el proceso respectivo con una decisión de mérito. Este 
término, fijado en cinco años, busca garantizar el derecho del procesado a que se defina 
su situación jurídica en un tiempo razonable, impidiendo que quede sujeto indefinida-
mente a una imputación, lo que vulneraría su derecho al debido proceso89. 

 Por otro lado, la caducidad se refiere a la pérdida del derecho a ejercer una acción 
legal debido al vencimiento del plazo establecido por la ley para su interposición. Es una 
sanción que impone el ordenamiento jurídico por la inactividad del titular del derecho, 
impidiéndole acudir a la jurisdicción competente una vez expirado el término legal90.

 Una diferencia esencial entre ambas figuras radica en su invocación y efectos pro-
cesales. La prescripción debe ser alegada por la parte interesada y no puede ser declara-
da de oficio por el juez; Además, admite suspensión e interrupción en ciertos casos y 
puede ser renunciada una vez consumada. En contraste, la caducidad es declarada de 
oficio por el juez, no admite suspensión ni interrupción y no es susceptible de renuncia 
por las partes91.

 En síntesis, aunque tanto la prescripción como la caducidad están relacionadas 
con el factor tiempo y conducen a la extinción de derechos o acciones, difieren en su 
naturaleza, forma de operancia y efectos jurídicos. Estas diferencias han sido amplia-
mente desarrolladas por la jurisprudencia de las altas cortes colombianas, en particular 
por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, con el fin de garantizar la seguridad 
jurídica y el respeto de los derechos fundamentales en el ámbito disciplinario.

 La Ley 734 de 2002, conocida como el Código Disciplinario Único, establece en su 
artículo 29 las causales de extinción de la acción disciplinaria, entre las cuales se encuen-
tra la prescripción de la acción disciplinaria.

 El artículo 30 de la misma ley determina los términos de prescripción: cinco años 
para las faltas instantáneas, contados desde el día de su consumación, y para las de 
carácter permanente o continuado, desde la realización del último acto. Sin embargo, 
para las faltas señaladas en los numerales 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 del artículo 48, así como las 
del artículo 55, el término de prescripción es de doce años92.  

 Los numerales mencionados del artículo 48 contemplan faltas gravísimas relacio-
nadas con conductas como:

 • Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito 
sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como conse-
cuencia de las funciones propias del cargo.

89. Consejo Superior de la Judicatura. "Explicación sobre la prescripción y la caducidad en materia disciplinaria". Ámbito Jurídico. Disponible en: https://www.ambitojuridico.com/noticias/procesal/conse-
jo-superior-de-la-judicatura-explica-la-prescripcion-y-la-caducidad-en 
90. Consejo de Estado, Sección Segunda. Sentencia 27001233300020130034601 (03272014) – 15/09. Disponible en: https://www.ambitojuridico.com/noticias/administrativo-y-con-
tratacion/estas-son-las-diferencias-entre-prescripcion-y-caducidad 
91. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-574 de 1998. Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/C-574-98.htm 
92. Ley 734 de 2002. Artículo 29, 30 48.
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Ilustración 1:

Extinción de la

acción disciplinaria

Nota:

Elaborado propia.

93. Congreso de la República de Colombia. (2019). Ley 1952 de 2019. Por la cual se amplía el Código General Disciplinario. Diario Oficial No. 51.151 de 6 de agosto de 2019.
94. Congreso de la República de Colombia. (2002). Ley 734 de 2002. Por la cual se amplía el Código Disciplinario Único. Diario Oficial No. 44.043 de 5 de febrero de 2002.

 • Exigir, directamente o por interpuesta persona, dádivas, agasajos, regalos, favo-
res o cualquier otra clase de beneficios.
 • Obtener para sí o para un tercer beneficio indebidos del cargo o función.
 • Omitir, retardar, rehusar o denegar el ejercicio de funciones propias del cargo, o 
la prestación del servicio a que está obligado el servidor público.
 • Nombrar en cargos públicos a personas que no reúnan los requisitos estableci-
dos en la Constitución o la ley.
 • Intervenir en política, sin perjuicio de los derechos previstos en la Constitución y 
la ley.

 Estas disposiciones subrayan la importancia de los términos de prescripción en el 
ámbito disciplinario, estableciendo plazos específicos para garantizar la eficacia y la 
justicia en los procesos correspondientes.

 Así pues, la siguiente imagen muestra las causales de extinción de la acción disci-
plinaria:

 El tiempo, como elemento común en ambos institutos, determina la oportunidad 
y la vigencia de las acciones disciplinarias. Mientras que la prescripción se basa en la 
inactividad de la parte interesada, permitiendo su renuncia y siendo susceptible de sus-
pensión e interrupción, la caducidad se centra en la necesidad de iniciar la acción en un 
plazo específico, siendo más rígida y de interés público93.

 En conclusión, la correcta aplicación de los términos de prescripción y caducidad 
es esencial para garantizar la eficacia y la justicia en la administración pública, aseguran-
do que las acciones disciplinarias se lleven a cabo dentro de los plazos establecidos y 
respetando los derechos de los involucrados94.
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95. Consejo de Estado de Colombia. Sentencia 00442 del 26 de septiembre de 2009.
96. Gómez J. La prescripción de la acción disciplinaria en Colombia: análisis y perspectivas. Rev Derecho Público. 2010;(15):45-67. 
97. Hinestrosa J. La prescripción en el derecho disciplinario colombiano. Rev Derecho Penal Criminol. 2011;(22):123-45. 
98. Procuraduría General de la Nación. Informe sobre la aplicación de la prescripción en casos de violaciones a derechos humanos. Bogotá, D.C.: Procuraduría General de la Nación; 2012. 
99. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-442 de 2009. M.P. Humberto Sierra Porto. Bogotá, D.C.: Corte Constitucional; 2009. 
100. Consejo de Estado, Sala Plena. Sentencia 00442 de 2009.
101. Procuraduría General de la Nación. Fallo 1615915 de 2015.

 El Consejo de Estado de Colombia ha desarrollado diversas tesis en relación con 
la prescripción de la acción disciplinaria, reflejando la complejidad y evolución de este 
instituto jurídico. Estas tesis, expuestas en la Sentencia 00442 del 26 de septiembre de 
2009, han sido objeto de interpretación y debate, especialmente en cuanto a su aplica-
ción y alcance95.

 Uno de los aspectos más debatidos es el tratamiento de los miembros de las Fuer-
zas Armadas y servidores públicos involucrados en conductas relacionadas con el Dere-
cho Internacional Humanitario (DIH) y los Derechos Humanos (DDHH). La falta de con-
senso en este ámbito se debe, en parte, a la coexistencia de normas vigentes y deroga-
das que complican su aplicación uniforme. Esta situación ha generado interpretaciones 
judiciales y posiciones de organismos de control, como la Procuraduría General de la 
Nación, que refuerzan sus respectivas tesis sobre la materia96.
    
 A continuación, se analizan las cinco tesis identificadas en la sentencia menciona-
da, las cuales abordan la prescripción de la acción disciplinaria desde diferentes pers-
pectivas normativas. Este análisis permite comprender las distintas interpretaciones y 
aplicaciones que los operadores judiciales han dado a las normas pertinentes, eviden-
ciando la complejidad del tema y la necesidad de claridad legislativa97.

 En conclusión, la diversidad de enfoques y la falta de uniformidad en la aplicación 
de las normas relacionadas con la prescripción de la acción disciplinaria reflejan la nece-
sidad de un marco normativo más claro y coherente98. Esto garantizaría una interpreta-
ción y aplicación más uniforme por parte de los operadores judiciales y los organismos 
de control, fortaleciendo el Estado de derecho y la confianza en las instituciones encar-
gadas de velar por la disciplina y la legalidad en el ámbito público99.

 3.1. Cuando la administración expide acto administrativo 

 El manejo del Consejo de Estado respecto a la prescripción de la acción discipli-
naria ha sido objeto de diversas interpretaciones, reflejando la complejidad y evolución 
de la normativa aplicable. En la Sentencia 00442 del 29 de septiembre de 2009, la Sala 
Plena precisó que la prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe con la expedi-
ción del acto administrativo principal que impone la sanción, sin que sea necesaria la 
notificación previa a las partes interesadas. Este fallo se basó en el artículo 114 del Decre-
to 1776 de 1979, que establece plazos específicos para la prescripción de sanciones disci-
plinarias en las Fuerzas Militares100. 

 Esta interpretación evita que la administración de justicia dependa de la voluntad 
de las partes en cuanto a la notificación, garantizando la eficacia y celeridad del proceso 
disciplinario. La Procuraduría General de la Nación respaldó esta posición, argumentan-
do que la defensa del implicado dificultó intencionalmente la notificación oportuna, 
impidiendo su realización dentro de los términos legales establecidos. En consecuencia, 
se concluyó que no era factible notificar la decisión final antes del 26 de julio de 1995, 
debido a la falta de colaboración del interesado101. 

 Este enfoque ha sido respaldado en jurisprudencia posterior, donde se ha reitera-
do que la expedición y notificación del fallo disciplinario principal interrumpe el término 
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102. Rama Judicial del Poder Público. Prescripción de la acción disciplinaria. 
103. Consejo de Estado, Sala Plena. Sentencia 06148 de 2018. 
104. Consejo de Estado. Prescripción de la acción disciplinaria.https://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/103/S2/25000-23-25-000-2003-05420-02%280479-09%29.pdf 
105.Consejo de Estado. Providencia del Consejo de Estado, Sección Segunda, expediente 11001-03-25-000-2011-00004-00%280744-11%29.pdf. https://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boleti-
nes/PDF/11001-03-25-000-2011-00004-00%280744-11%29.pdf 
106. Consejo de Estado. Fallo 00283 de 2019. https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=84085 

de prescripción, independientemente de la notificación de los recursos interpuestos 
contra dicho fallo102. Asimismo, se ha establecido que la falta de notificación personal no 
impide la interrupción de la prescripción, siempre que se haya expedido y notificado el 
acto administrativo principal dentro del término legal103. 

 Así las cosas, cabe agregar que la administración impone una sanción indepen-
dientemente de su notificación y ejecutoria, en razón a que nadie puede sacar partido de 
su renuencia a notificarse, es decir, derivar derechos a partir de una conducta evasiva. 

 La administración impone una sanción, independientemente de su notificación y 
ejecutoria, en razón a que nadie puede sacar partido de su renuencia a notificarse, es 
decir, derivar derechos a partir da una conducta elusiva.

 3.2. Cuando se notifica el acto administrativo primigenio 

 El manejo del Consejo de Estado en relación con la prescripción de la acción disci-
plinaria ha sido objeto de diversas interpretaciones, reflejando la complejidad del tema. 
Una posición predominante establece que la sanción disciplinaria se considera impuesta 
en el momento en que se expide y notifica el acto administrativo principal que resuelve 
de fondo el proceso disciplinario. Esta interpretación implica que los actos subsiguien-
tes, como aquellos que resuelven recursos interpuestos en vía gubernativa, no interrum-
pen el término de prescripción de la acción sancionatoria104. 

 Bajo esta premisa, se entiende que la prescripción de la acción sancionatoria se 
interrumpe con la notificación del fallo de primera o única instancia, sin que sea necesa-
ria una notificación adicional a las partes interesadas. De lo contrario, la administración 
de justicia quedaría sujeta a la voluntad del interesado en cuanto al ejercicio de sus dere-
chos procesales. La Procuraduría General de la Nación ha respaldado esta interpreta-
ción, destacando que la notificación oportuna del acto administrativo principal es esen-
cial para interrumpir la prescripción105. 

 Esta perspectiva distingue claramente entre la actuación administrativa y la vía 
gubernativa. La primera culmina con la expedición y notificación del acto administrativo 
que impone la sanción, mientras que la segunda permite al administrado impugnar dicha 
decisión. Sin embargo, la vía gubernativa no se considera parte del proceso administrati-
vo sancionador original y, por lo tanto, no afecta los términos de prescripción estableci-
dos106. 

 En resumen, la jurisprudencia reciente del Consejo de Estado establece que la 
prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe con la notificación del acto adminis-
trativo principal que impone la sanción. Los actos posteriores, como los que resuelven 
recursos en vía gubernativa, no modifican este término. Esta interpretación busca garan-
tizar la eficacia y certeza en la aplicación de las sanciones disciplinarias, evitando dilacio-
nes que puedan comprometer la administración de justicia. 

 La prescripción de la acción disciplinaria en Colombia ha sido objeto de diversas 
interpretaciones jurisprudenciales que buscan establecer con claridad los momentos en 
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107. Ley 734 de 2002. Código Disciplinario Único. Congreso de la República de Colombia.
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que comienza a contarse este término y qué actos lo interrumpen. Una posición sosteni-
da por la Sala Plena del Consejo de Estado indica que la sanción disciplinaria se impone 
cuando concluye la actuación administrativa, es decir, al expedirse y notificarse el acto 
administrativo principal. Esta interpretación sugiere que los actos posteriores, como los 
que resuelven los recursos interpuestos en vía gubernativa, no deben considerarse 
dentro del período de prescripción, ya que corresponde a una etapa adicional que 
depende de la voluntad del administrado.

 Es esencial distinguir entre la actuación administrativa y la vía gubernativa. La 
primera culmina con la expedición y notificación del acto sancionatorio principal, refle-
jando la decisión final de la administración. La vía gubernativa, en cambio, es una opción 
del administrado que busca impugnar dicha decisión, introduciendo recursos que 
pueden suspender o interrumpir el curso de la prescripción107.

 El artículo 29 de la Ley 734 de 2002 establece que la acción disciplinaria prescribe 
en cinco años, contados desde el día de la consumación de la falta o desde el último acto 
que la constituye. Este término puede interrumpirse con la notificación del acto adminis-
trativo principal. Por lo tanto, la notificación de este acto es fundamental para evitar que 
la prescripción avance sin que se haya impuesto la sanción correspondiente108.

 En resumen, la prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe con la notifi-
cación del acto administrativo principal que impone la sanción. Los actos posteriores, 
como los representan que resuelven recursos en vía gubernativa, no afectan el término 
de prescripción, ya que una etapa adicional que depende de la iniciativa del administra-
do. Esta interpretación busca equilibrar la eficacia de la administración pública y los 
derechos de los implicados en procesos disciplinarios109.

 3.3.  Cuando se resuelven y se notifican los actos que ponen fin a la
 vía gubernativa 

 La jurisprudencia reciente del Consejo de Estado establece que la prescripción de 
la acción disciplinaria se interrumpe con la expedición y notificación del acto administra-
tivo principal que impone la sanción, no con los actos que resuelven los recursos en vía 
gubernativa. Esta interpretación se basa en que la actuación administrativa culmina con 
la decisión que impone la sanción, mientras que la vía gubernativa constituye una etapa 
posterior cuyo propósito es permitir la revisión del acto por parte del administrado110.

 Esta posición se sustenta en el artículo 12 de la Ley 25 de 1974, que establece que 
la acción disciplinaria prescribe en cinco años a partir del último acto constitutivo de la 
falta. Asimismo, el artículo 6º de la Ley 13 de 1984 refuerza este término prescriptivo de 
cinco años, contados desde el último acto constitutivo de la falta, dentro del cual debe 
imponerse la sanción111. 

 Por lo tanto, la notificación del acto administrativo principal es esencial para la 
eficacia de la sanción disciplinaria. La falta de notificación dentro del término prescripti-
vo puede impedir que la acción disciplinaria se materialice, ya que el administrado tiene 
derecho a impugnar la decisión. Este enfoque garantiza el respeto al debido proceso ya 
los derechos fundamentales del implicado112. 
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113. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-290-12.
114. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-582-99.
115. Consejo de Estado de Colombia. Acción de reparación directa derivada del delito de desaparición forzada.
116. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-168 de 2023.
117. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-167 de 2023.
118. Corte Suprema de Justicia de Colombia. Boletín Jurisprudencial 2023-05-05.
119. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-191-98.

 3.4. Imprescriptibilidad de la acción disciplinaria en el
 marco internacional de los Derechos Humanos 

 En el contexto jurídico colombiano, la imprescriptibilidad de las acciones relacio-
nadas con graves violaciones de derechos humanos ha sido objeto de análisis y debate. 
La Corte Constitucional ha enfatizado que los tratados y convenios internacionales ratifi-
cados por Colombia, que reconocen los derechos humanos y prohíben su limitación en 
estados de excepción, prevalecen en el orden interno113.

 Esta posición se sustenta en el "bloque de constitucionalidad", concepto que inte-
gra al ordenamiento jurídico nacional las normas internacionales de derechos humanos 
ratificadas, otorgándoles jerarquía constitucional. De esta manera, normas como la Con-
vención contra la Tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos forman parte del bloque de constitucionalidad114.

 La desaparición forzada, considerada un delito de lesa humanidad, implica la 
privación de libertad de una persona por parte de agentes del Estado o con su consenti-
miento, seguida de la negativa a reconocer dicha privación o de información sobre el 
paradero de la persona, impidiendo el ejercicio de los recursos legales y garantías proce-
sales pertinentes. Este delito, al estar tipificado en el bloque de constitucionalidad, es 
imprescriptible, lo que implica que no está sujeto a los términos de prescripción ordina-
rios115.

 En casos donde se investigan violaciones graves de derechos humanos, como la 
desaparición forzada y posterior asesinato de la señora Bautista, es esencial aplicar los 
principios del derecho internacional, enmarcados en el bloque de constitucionalidad. 
Esto garantiza que las acciones legales correspondientes sean imprescriptibles, asegu-
rando la responsabilidad de los perpetradores y la reparación a las víctimas116.

 La Corte Constitucional ha establecido que la prescripción no se aplica a los deli-
tos de lesa humanidad, reforzando la imprescriptibilidad de estos crímenes. Esta doctri-
na ha sido respaldada por el Consejo de Estado, que ha determinado que la acción de 
reparación directa derivada de la desaparición forzada no está sujeta a prescripción, 
permitiendo su ejercicio en cualquier momento117.

 Además, el artículo 93 de la Constitución Política de Colombia establece que los 
tratados y convenios internacionales ratificados que reconocen los derechos humanos y 
prohíben su limitación en estados de excepción prevalecen en el orden interno. Esto 
refuerza la idea de que las acciones legales relacionadas con violaciones graves de dere-
chos humanos no están sujetas a los términos de prescripción ordinarios118.

 La doctrina y jurisprudencia recientes destacan que, en casos de desaparición 
forzada, la acción de reparación directa no prescribe hasta que se establezca la verdad 
sobre los hechos y se identifique a los responsables. Esto asegura que las víctimas y sus 
familias puedan acceder a la justicia y a las reparaciones correspondientes, independien-
temente del tiempo transcurrido119. 
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120. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia SU-429-24 
121. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 2 de febrero de 2008. Expediente 16996.
122. Ley 734 de 2002. Código Disciplinario Único.
123. Ley 1862 de 2017. Por la cual se expide el Código Disciplinario para las Fuerzas Militares.
124. Corte Constitucional. Sentencia C-595 de 2010.
125. Corte Constitucional. Sentencia C-341 de 2014. 
126. Corte Constitucional. Sentencia T-025 de 2004. 
127. Ley 200 de 1995. Por la cual se expide el Código Disciplinario Único.

 En resumen, la integración de las normas internacionales sobre derechos huma-
nos al bloque de constitucionalidad en Colombia establece la imprescriptibilidad de las 
acciones legales relacionadas con graves violaciones de derechos humanos, como la 
desaparición forzada. Esta perspectiva garantiza que las víctimas puedan buscar justicia 
en cualquier momento, sin que el paso del tiempo sea un obstáculo120.

 3.5. Imprescriptibilidad de la acción disciplinaria por ser un hecho continuado 

 La prescripción de la acción disciplinaria en Colombia ha sido objeto de diversas 
interpretaciones y ajustes normativos a lo largo del tiempo. Inicialmente, el Decreto 85 
de 1989 establecía que la facultad para imponer sanciones disciplinarias prescribía en un 
año, contado a partir del momento en que se cometió la falta, salvo algunas excepcio-
nes121 .

 Sin embargo, con la promulgación de la Ley 734 de 2002, conocida como el 
Código Disciplinario Único, se introdujeron cambios significativos. El artículo 30 de esta 
ley dispone que la acción disciplinaria prescribe en cinco años, contados a partir del 
último acto constitutivo de la falta . Esta modificación buscaba armonizar los plazos de 
prescripción y establecer criterios más claros para su aplicación122.

 En el ámbito de las Fuerzas Militares, el Decreto 85 de 1989 originalmente fijaba 
en un año la prescripción de la acción disciplinaria. No obstante, la Ley 1862 de 2017 
introdujo cambios, estableciendo que el término para sancionar conductas de los miem-
bros de las Fuerzas Militares es de cinco años, alineándose con lo dispuesto en la Ley 734 
de 2002123.

 La Corte Constitucional ha enfatizado la imprescriptibilidad de ciertas acciones 
disciplinarias relacionadas con violaciones graves a los derechos humanos. En este senti-
do, ha señalado que la prescripción no opera cuando se trata de crímenes de lesa huma-
nidad, garantizando así el acceso a la justicia y la reparación de las víctimas124.

 Además, la Corte ha establecido que la prescripción de la acción disciplinaria 
puede interrumpirse con la notificación del fallo de primera instancia, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 34 de la Ley 200 de 1995125. Esta interpretación busca evitar que 
los procesos disciplinarios queden afectados por dilaciones indebidas.

 En casos donde la falta tiene una naturaleza continuada, la prescripción se com-
puta a partir del último acto que la configura. Por ejemplo, si un servidor público omite 
informar sobre conductas irregulares de sus subalternos, dicha omisión puede conside-
rarse una falta continuada, extendiendo el término de prescripción hasta que se descu-
bra la conducta126.

 La jurisprudencia reciente ha reforzado la idea de que los tratados y convenios 
internacionales ratificados por Colombia, que reconocen y protegen los derechos huma-
nos, prevalecen en el orden interno. Esto implica que, en casos de violaciones graves, no 
procede la prescripción de la acción disciplinaria, garantizando la responsabilidad de los 
infractores127.
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128. Corte Constitucional. Sentencia C-1076 de 2002.
129. Corte Constitucional. Sentencia C-948 de 2002. 
130. Corte Constitucional. Sentencia C-595 de 2010.

 Asimismo, se ha establecido que la notificación del fallo de primera instancia inte-
rrumpe el término de prescripción, conforme al artículo 34 de la Ley 200 de 1995. Esta 
interpretación busca evitar que los procesos disciplinarios queden afectados por dilacio-
nes indebidas128.

 En resumen, la prescripción de la acción disciplinaria en Colombia está sujeta a 
diversos factores, incluyendo la naturaleza de la falta, la aplicación de normas nacionales 
e internacionales y las interpretaciones jurisprudenciales129. Es esencial analizar cada 
caso en particular, considerando las circunstancias específicas y los avances en la nor-
mativa y jurisprudencia aplicable130.
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CAPÍTULO IV
UNA PERSPECTIVA CRITICA

FRENTE A LA SEGUNDA
TESIS PLANTEADA POR

EL CONSEJO DE ESTADO



 Tras analizar las diversas posturas del Consejo de Estado y la Corte Constitucio-
nal, este trabajo adopta la segunda tesis, que establece que para que la sanción discipli-
naria se considere "impuesta", es necesario que el acto sancionador primigenio sea 
expedido y notificado a la parte afectada. Esta perspectiva garantiza claridad y seguri-
dad jurídica, estableciendo límites precisos para la aplicación de la prescripción de la 
acción disciplinaria.

 Un argumento central de esta tesis es la necesidad de definir límites claros para 
las partes involucradas y el operador judicial en el proceso administrativo. Esto permite 
que, una vez notificado el acto sancionador, se inicien los términos para la prescripción 
de la acción disciplinaria, evitando dilaciones indebidas y promoviendo la eficiencia pro-
cesal.

 La tesis también se basa en la posibilidad de que el sancionado ejerza su derecho 
a la defensa a través de la vía gubernativa. Este recurso permite al afectado impugnar la 
decisión administrativa, garantizando su derecho a ser oído y a que su caso sea revisado 
por una autoridad superior, antes de que la sanción sea definitiva.

 El Consejo de Estado enfatiza la necesidad de establecer límites claros entre la 
actuación administrativa y la vía gubernativa. Cuando se expide un acto sancionador que 
afecta a una persona, es fundamental que dicho acto sea notificado para que el afectado 
pueda ejercer sus derechos de defensa e impugnación dentro de los términos legales 
establecidos.

 En situaciones donde se investigan conductas relacionadas con violaciones a los 
derechos humanos y el derecho internacional humanitario, como genocidio, desapari-
ción forzada o tortura, las acciones disciplinarias deben ser adelantadas por las autorida-
des competentes, sin aplicar fueros especiales que puedan obstaculizar la justicia. Esto 
garantiza que los responsables sean sancionados de acuerdo con las leyes ordinarias, 
asegurando la igualdad ante la ley y el acceso a la justicia para las víctimas.

 Es responsabilidad de la Procuraduría General de la Nación iniciar las acciones 
disciplinarias dentro del término de cinco años establecido por la ley. Si no se inicia la 
acción en este plazo, se produce la prescripción de la acción disciplinaria, lo que refleja 
la ineficiencia del Estado para ejercer su potestad sancionadora y genera inseguridad 
jurídica.

 No es viable considerar que el término de prescripción finaliza con el solo acto 
primigenio sancionatorio, sin que las partes sean notificadas. Esto violaría el debido pro-
ceso, un derecho fundamental consagrado en la Constitución Política. Tampoco es ade-
cuado que la notificación válida dependa de la resolución de los recursos, ya que esto 
podría ser utilizado para dilatar el proceso y lograr la prescripción de la acción disciplina-
ria.

 Al revisar esta tesis a la luz de la Ley 1437 de 2011, que expide el Código de Proce-
dimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se observa que esta ley no 
establece una regla especial para determinar el tiempo de prescripción de la acción 
disciplinaria. Sin embargo, sí define los actos definitivos que ponen fin al procedimiento 
administrativo, lo que influye en el cómputo de los términos de prescripción.

 El artículo 43 de la Ley 1437 de 2011 establece que son actos definitivos aquellos 
que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto y hacen imposible continuar la 
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actuación. Este concepto puede prestarse para diversas interpretaciones, lo que requie-
re que el operador judicial aclare su alcance y aplicación, evitando generar inseguridad 
jurídica.

 La confusión entre los institutos de prescripción y caducidad de la acción discipli-
naria, reflejada en la Ley 1437 de 2011, genera dificultades interpretativas y prácticas. Es 
esencial que la normatividad y la jurisprudencia aclaren las diferencias y alcances de 
estos conceptos, para garantizar la correcta aplicación del derecho y la protección de los 
derechos fundamentales de las personas involucradas en procesos disciplinarios.
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Conclusiones
 Las reflexiones expuestas en este 
trabajo permiten concluir que el ius 
puniendi del Estado ha evolucionado signi-
ficativamente desde sus orígenes, adap-
tándose a las necesidades sociales y políti-
cas de cada época. Inicialmente centrado 
en la venganza y el castigo, ha transitado 
hacia sistemas más racionales y garantis-
tas, especialmente con la consolidación 
del Estado moderno y la incorporación de 
principios fundamentales en las constitu-
ciones, como la de 1991 en Colombia.

 Es esencial distinguir entre el ius 
puniendi penal y administrativo, ya que, 
aunque ambos buscan el bienestar social, 
difieren en sus multas y procedimientos. 
Mientras el penal se orienta a la protección 
de bienes jurídicos fundamentales, el 
administrativo se enfoca en la correcta 
función de la administración pública. Esta 
diferenciación se traduce en distintos regí-
menes de responsabilidad y sanciones 
para los servidores públicos.

 Los límites o principios del ius 
puniendi, como legalidad, proporcionali-
dad, culpabilidad, ilicitud sustancial, favo-
rabilidad, función de la sanción disciplina-
ria y derecho de defensa, son fundamenta-
les para garantizar que el poder sanciona-
dor del Estado se ejerza de manera justa y 
equitativa. Estos principios aseguran que 
las sanciones sean aplicadas de forma ade-
cuada y respetan los derechos fundamen-
tales de los individuos.

 En cuanto a la prescripción y cadu-
cidad de la acción disciplinaria, se observa 
que la prescripción extingue la acción por 
el paso del tiempo sin que se haya ejercido, 
mientras que la caducidad impide su ejer-

cicio después de un plazo determinado 
desde la ocurrencia de la falta. La correcta 
aplicación de estos institutos garantiza la 
seguridad jurídica y la eficacia de la admi-
nistración disciplinaria.

 El análisis de la jurisprudencia del 
Consejo de Estado revela una evolución en 
la interpretación de los plazos y momentos 
procesales que interrumpen o suspenden 
la prescripción de la acción disciplinaria. 
La distinción entre la notificación del acto 
administrativo primigenio y la resolución 
de los recursos de la vía gubernativa ha 
sido objeto de debate, afectando directa-
mente la determinación de cuándo 
comienza a contarse el término de pres-
cripción.

 Una perspectiva crítica frente a la 
segunda tesis planteada por el Consejo de 
Estado, que considera que la prescripción 
se interrumpe con la notificación del fallo 
de primera o única instancia, sugiere que 
esta interpretación podría extender excesi-
vamente los plazos procesales, afectando 
la eficacia y eficiencia de la administración 
disciplinaria. Una revisión más detallada y 
contextualizada de esta tesis podría con-
tribuir a una mejor administración de justi-
cia.

 Finalmente, es crucial que las auto-
ridades competentes revisen y ajusten sus 
prácticas procesales en materia disciplina-
ria, asegurando que los plazos de prescrip-
ción y caducidad se apliquen de manera 
coherente con los principios constitucio-
nales y legales, promoviendo así una admi-
nistración pública más transparente y 
eficiente.
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